
FORMULA DENUNCIA 

Sr. Juez                

         Mónica Frade, DNI 12759682, Diputada de la Nación, con domicilio en la Sala de mi púbico 
despacho en Av Rivadavia N°1 841, Piso 8 Of 852/952 de Ciudad Autónoma de Buenos Aires, correo 
electrónico mfrade@hcdn.gob.ar; se presenta y dice: 

I- OBJETO 

En orden a la profusa información pública aparecida en distintos medios gráficos, radiales y televisivos; 
en relación con miles de créditos otorgados por el Banco de la Nación Argentina, que podrían ser fruto 
de actividades irregulares y aún delictivas; es que vengo a peticionar se provea impulso de la presente 
investigación penal, atendiendo las consideraciones que paso a consignar. 

II- HECHOS 

El día 31 de Marzo comienza a hacerse público la existencia de cientos de créditos, otorgados por el 
Banco de la Nación Argentina; a funcionarios, legisladores y personas abocadas a la propaganda oficial 
por redes, comúnmente apeladas "influencers". 

La información continuó sucediéndose los días siguientes, en los que aparecieron nombres de 
personas físicas y montos de tales supuestos créditos. Algunos con buen tino, lo denominaron "festival 
de créditos libertarios", dado que -en principio- los beneficiarios de estos, serían predominantemente 
del sector político oficialista o que, mutaron a eso. 

La información fluye y no deja de avanzar, dando como resultado ciertas posibles conclusiones que, 
ameritan el presente impulso. 

Así, en el año 2024 fue designado como director del Banco Central el economista Federico Furiase. Por 
entonces las deudas bancarias rondaban los 60 millones de pesos. Un año y medio después, esas 
deudas ascendían a 360 millones de pesos otorgados al Banco Nación. 

Algunos de los funcionarios beneficiados, habían sido: Juan Pablo Carreira, quien dirige las milicias 
digitales, a cargo de la reciente Oficina de Respuesta Oficial ( 113 millones);  Pedro Inchauspe (director 
del central $ 510 millones), Felipe Nuñez (Director del BICE, préstamos de 510 millones de pesos), 
asesor de Santiago Caputo, Federico Furiase, Secretario de Finanzas (376 millones de pesos), Juan 
Pedro Inchauspe (integrante del directorio del BCRA) , Emiliano José Mongilardi (Director de YPF, en 309 
millones de pesos), los diputados Mariano Campero, Santiago Santurio ( 340 millones en julio del 2025), 
Lorena Villaverde y Alejandro Bongiovanni. 

La prensa ha destacado ciertos detalles. Por ejemplo, que el diputado Bongiovanni lo obtuvo en enero 
del año en curso 2026, tras saltar a las filas del oficialismo. Habría recibido 255 millones de pesos.  

Al Diputado Campero, le otorgaron un préstamo de 322 millones.  Naturalmente también se informó 
del beneficio a Sharif Menem asesor del presidente de la H.C.D.N., quien a corta edad obtuvo un 
préstamo de 357 millones de pesos.  

La diputada Villaverde, quien no pudo asumir su banca en el Senado por sus antecedentes reiterados 
en aparente conflicto con la ley penal, fue beneficiada con un préstamo de 227 millones de pesos. Esto 
pese a que la sucursal del banco de su domicilio en Chipolletti (Rio Negro) le había rechazado su 
carpeta. Según la misma información, quien habría destrabado el impedimento, fue el propio 
presidente del banco, Daniel Tillard. 

El nombrado Tillard cumplió funciones al frente del Banco Nación hasta el mes de diciembre del año 
2025, informando el otorgamiento de aproximadamente veinte mil créditos hipotecarios. 

La información se encuentra en los propios registros de la Central de deudores del Banco Central de la 
República Argentina y fué procesada a través de la creación de una herramienta digital ideada por 
Andrés Snitcofsky. 
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Se sumaron voces públicas que apelan esto como "actos de corrupción crediticia con fondos públicos" 
(abogado Carlos Maslatón), haciendo analogía con "técnicas de soborno". Naturalmente esto se 
contrapone a la posición discursiva de funcionarios del actual gobierno que proponían su conversión a 
sociedad anónima para "mejorar su transparencia". 

El día 1° de Abril próximo pasado, el periodismo avanzó en la confirmación de la existencia de estos 
préstamos ("Border Periodismo, Los documentos de los préstamos de Banco Nación a funcionarios de 
LLA,  páginas  1 a 5). 

Según La Política On Line versión digital del día 01/04/2026, Federico Sharif Menem, un joven de 24 
años, con su primer trabajo registrado desde el año 2024 y una capacidad de pago dependiendo de su 
inestabilidad laboral, habría recibido un préstamo estatal por un monto que excedía varias decenas de 
veces su capacidad crediticia. Este tendría un haber registrado abonado por la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación que, preside tu propio tío, de dos millones (2.000.000) de pesos mensuales. 

El nombrado Andrés Snitcofsky, diseñador gráfico, en su cuenta de X @rusosnith, facilitó, el día 15 de 
marzo, la herramienta digital de búsqueda de créditos otorgados a  funcionarios del gabinete nacional, 
diputados y senadores. Según ese tweet (X) "Algunos tienen cargados a sus cónyuges, según figuran en 
sus declaraciones juradas, e incluso cuántas deudas declararon en ellas (a veces no coinciden). Son 
todos datos públicos". 

El nombrado continúa destacando lo que denomina "un preferido", se trata de Demian Axel Reidel, 
quien aparece con una deuda de 600.000 dólares, saldándolo íntegramente en el mes de diciembre del 
año 2025.  

Otros datos que aporta, con la utilización de esa herramienta digital exploratoria de datos públicos del 
Banco Central, es el de la chubutense María Raquel Frias, deudora de 220 millones de pesos. 

Claramente, esta herramienta podrá ser de invalorable utilización para la presente investigación, la que 
le concederá la posibilidad de premura en la determinación de funcionarios públicos beneficiarios del 
crédito público en desmedro de los necesitados. 

El Banco de la Nación Argentina hizo público un comunicado, por redes sociales (cuenta X) intentando 
desactivas la polémica desatada, afirmando que el proceso para "acceder a los préstamos es 
homogéneo sin excepciones. Sin embargo, desde 2024 existe una línea diferencial para empleados y 
funcionarios públicos, con beneficios que no tienen los clientes regulares". 

Todos estos créditos se habrían repartido durante las últimas dos presidencias del Banco de la Nación 
Argentina, en las presidencias de Daniel Tillard hasta Diciembre del año 2025 y, desde entonces de 
Darío Wasseman. 

Si lo informado en cuenta X del Banco Nación resulta confirmarse, sobre la "línea diferencial para 
funcionarios públicos", va de suyo que la disposición no sería otra cosa que, un acto preparatorio, para 
"habilitar" la fiesta de créditos canalizados a amigos y vinculados al poder. Más de ningún modo, esa 
posible regulación propende a la protección de la integridad de los fondos públicos, que debe inspirar 
el funcionamiento y la dirección de una institución bancaria señera y estratégica. 

Va de suyo que el otorgamiento a modo de festival de estos créditos debe velar celosamente para evitar 
que este tipo de operaciones no ponga en riesgo la integridad financiera y la propia estabilidad de la 
institución. Es así como se deben analizar varias dimensiones sobre riesgo de esos créditos y el propio 
reputacional. 

Según normativa del Banco Central, las entidades deben evaluar la "capacidad de repago" del deudor, 
basada en ingresos, pero también en estabilidad de éstos. 

El otorgamiento de créditos a funcionarios públicos sin plazo de permanencia y aún a legisladores, cuyo 
tope de permanencia está perfectamente definido, comportarían "fallas" en esa evaluación. El Banco 
otorga una financiación que, de antemano sabe, entrará en mora. 



Ante esa eventual mora, la institución bancaria debe realizar previsiones para la cobertura de esas 
pérdidas; limitando fondos para -por ejemplo- sectores productivos. 

Si el nivel de esos créditos, algo que parece ser así, subestima la ponderación del riesgo de cobro; 
factores políticos sobrevinientes, podrían afectar la solvencia técnica del Banco. 

Se abren interrogantes, tales como el posible conflicto de intereses, siendo los legisladores los que 
decidimos el presupuesto y aún las autoridades de la institución que, nos concede el beneficio y una 
consecuencia casi obligada; si esto no puede ser evaluado como debilidad de la integridad financiera 
de la entidad, algo que el propio GAFI, tiene en consideración. 

Estamos frente a una utilización privilegiada de los fondos públicos (de ahorristas comunes) que 
resultan inaccesibles para la mayoría de esos ahorristas; lo cual podría afectar su reputación y, con 
ello, su liquidez. 

¿Cuál ha sido, por ejemplo, la relación ingreso-cuota, en el otorgamiento de un crédito de varios 
millones a un funcionario (Sharif Menem) con un ingreso estimado de dos millones? O, ¿cómo se evaluó 
el riesgo de cobro de una diputada que posee varios conflictos con la ley penal? 

Resulta evidente que, desde el punto de vista de los funcionarios públicos, los beneficiarios se hicieron 
de una acreencia financiera que no se condecía con su perfil patrimonial o ingresos reales, en muchos 
de los ejemplos dados más arriba.  

En los supuestos que la investigación verifique esto, estaríamos frente a la posibilidad de quedar 
incursos en el tipo penal previsto en el art 265 de negociaciones incompatibles. 

Naturalmente en los ejemplos verificados y para los supuestos, siempre de "funcionarios", de 
comprobarse que su posición política o jerarquía o vínculo directo o indirecto con las autoridades del 
Banco benefactor, influyó para provocar la aprobación de los créditos que, de otro modo, les habrían 
sido rechazados, el tipo penal lo ubico en el art 256 (tráfico de influencias).  
Ambas sin perjuicio de otros tipos penales que, a tenor de la investigación, podrían arrojar la aplicación 
de los arts. 248 y 268 del Código Penal. 

Luego, cabe analizar las acciones desenvueltas por ambos presidentes del Banco y, los subalternos 
que hayan participado en la aprobación de cada una de esas carpetas, en la verificación sobre posible 
relajo de controles atendiendo la condición del "solicitante" (posible administración fraudulenta, art 
173 inc 7 del Código Penal). 

Va de suyo que, en la cantidad de ejemplos expuestos aquí y, los que irán surgiendo; no estamos frente 
a operaciones erróneas, sino que esto ha sido resultado de un claro abuso de poder y un franco desvío 
de beneficios y voluntad estatal, en beneficio puramente privado y orientado a un segmento. 

La desproporción entre ingresos y monto de los créditos, resulta la primera pista orientativa. En los 
casos que se verifique, no resulta disparatado suponer que estamos ante un acuerdo de "partes 
(colusión), en tanto no existen los "créditos mal otorgados", sino la conjunción de un funcionario que 
presione por un beneficio irregular y un Banco que relaja controles habituales. Comúnmente se 
denomina a esto falla de "dos llaves". 

El Banco Nación posee un Departamento de "Riesgos crediticios", el que funciona a través de estrictos 
manuales de procedimiento; ergo el funcionario de la entidad bancaria se encontraría incurso en 
administración fraudulenta y en el quebranto del deber de integridad de los fondos. 

Respecto del funcionario que pugna por ese crédito, existe una lógica asimetría con un ciudadano 
común. En el primer caso, sobrevuela una presión implícita, mayor aún  cuando la solicitud viene 
gestionada a través de altos funcionarios de gobierno 

III- PRUEBAS. 

De acuerdo con los hechos descriptos, las medidas de prueba idóneas y procedentes para desentrañar 
la existencia de posibles delitos son: 



1-Librar Oficio al Banco de la Nación Argentina y/u orden de presentación, a fin de obtener los "legajos 
crediticios" completos de los nombrados en la presente y todo otro funcionario público y/o  legislador.  

2-Obtener las Actas de Directorio mediante las que se aprobaron las operaciones para con los 
beneficiarios. 

3-Se solicite al Cuerpo de peritos contadores de la Justicia Nacional, la determinación de existencia o 
no de perjuicios económicos para el Banco otorgante, de cualquier naturaleza. Informen si existieron 
en el otorgamiento condiciones preferenciales, sea en tasas, plazos o condiciones de acuerdo con la 
práctica corriente del Banco. Si las garantías de tales créditos. Si se verifica alguna violación a la Carta 
Orgánica y manuales de procedimientos para créditos. resultan suficientes y sujetas a estándares. Si 
existió alguna relación jerárquica o, de alguna otra naturaleza entre el otorgante y los beneficiarios. 

IV- PETITORIO.  
Se provea la investigación correspondiente a efectos de determinar la existencia de 
irregularidades, constitutivas de los tipos penales indicados u otros.  
Se provea la prueba sugerida, con carácter de urgente. 

                                                                                                                                                           SERA JUSTICIA 

Publicaciones: 

.   https://www.0264noticias.com.ar/noticias/2026/04/01/89677-se-investigaran-creditos-millonarios-del-banco-nacion-a-funcionarios-de-
la-libertad-avanza?utm_source 
.   https://www.sitiosargentina.com.ar/controversia-creditos-de-banco-nacion-a-funcionarios-y-legisladores-por-hasta-us-
350000/?utm_source 
.   https://www.agencianova.com/nota.asp?n=2026_4_2&id=165725&id_tiponota=4&utm_source 

 

        

 


